
Acta De Votación

Poder Judicial

Sala Constitucional

Miércoles, 28 de junio de 2023

En San José, a las nueve horas con veinte minutos del veintiocho de junio del dos mil veintitrés, se inició la

votación de la Sala Constitucional, conformada por los Magistrados Fernando Castillo Víquez (quien preside), Fernando

Cruz Castro, Jorge Araya García, Anamari Garro Vargas, Roberto Garita Navarro (Plaza Vacante Hernández López),

Ana Cristina Fernández Acuña (en sustitución del Magistrado Rueda Leal) e Ileana Sánchez Navarro (en sustitución del

Magistrado Salazar Alvarado).

El resultado de la votación fue el siguiente:

Exp. Nº Voto Nº Tipo Por Tanto

19-012605-0007-CO 2023015522 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se declara sin lugar la acción.-

19-019708-0007-CO 2023015523 RECURSO
DE AMPARO

Se  reitera  a  GIOVANNA  CLELAND  COLWILLE,  en  condición  de
directora  del  Centro  de  Atención  Institucional  Marcus  Garvey  del
Ministerio de Justicia y Paz o a quien ocupe ese cargo,  que debe
cumplir de forma inmediata con lo ordenado en la sentencia N° 2019-
022579 de las 09:15 horas del 15 de noviembre de 2019. Asimismo,
se  le  apercibe  de  que  en  caso  de  incumplimiento  se  ordenará
testimoniar piezas al Ministerio Público conforme lo dispuesto en el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Notifíquese.-

23-000283-0007-CO 2023015524 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

No ha lugar a la gestión formulada. La magistrada Garro Vargas pone
nota.

23-006166-0007-CO 2023015525 RECURSO
DE AMPARO

Se  acoge  la  gestión  de  desobediencia  formulada.  Se  reitera  a
GUILLERMO MENDIETA RAMÍREZ, en su condición de DIRECTOR
GENERAL,  y  a  RUDDY  CANALES  VARGAS,  en  su  condición  de
JEFE  DE  SECCIÓN  DE  CIRUGÍA  Y  DE  LA  ESPECIALIDAD  DE
ORTOPEDIA,  ambos  funcionarios  del  Hospital  Dr.  Max  Peralta
Jiménez,  de  la  Caja  Costarricense  Seguro  Social,  el  cumplimiento
inmediato de lo dispuesto en la Sentencia N° 2023-007424 de las diez
horas quince minutos del veintiocho de marzo de dos mil veintitrés. Lo
anterior se dicta bajo el apercibimiento de ordenarse la apertura de un
procedimiento administrativo en su contra si no lo hiciere. Notifíquese
esta  resolución  a  GUILLERMO  MENDIETA  RAMÍREZ,  en  su
condición  de  DIRECTOR  GENERAL,  y  a  RUDDY  CANALES
VARGAS, en su condición de JEFE DE SECCIÓN DE CIRUGÍA Y DE
LA  ESPECIALIDAD  DE  ORTOPEDIA,  ambos  funcionarios  del
Hospital Dr. Max Peralta Jiménez, de la Caja Costarricense Seguro
Social, en forma personal.-

23-008263-0007-CO 2023015526 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

No ha lugar a las gestiones formuladas.

23-008379-0007-CO 2023015527 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Diana Vargas Jiménez
en su condición de Directora y al Director Médico, ambos personeros
del Centro de Atención Institucional Terrazas que giren las órdenes
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pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del
ámbito de sus competencias para que dentro del plazo máximo de
CINCO  DÍAS,  contados  a  partir  de  la  notificación  de  la  presente
sentencia, el amparado sea valorado en la Clínica del Centro Penal y
se le brinde la atención que ordene su médico tratante. Se advierte a
las autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por
el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena  al  Estado  al  pago  de  las  costas,  daños  y  perjuicios
ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo  contencioso
administrativo.  El  Magistrado  Cruz  Castro  y  la  Magistrada  Garro
Vargas consignan notas. Notifíquese.

23-009105-0007-CO 2023015528 RECURSO
DE AMPARO

Se le reitera a Juan Manuel Currea de Brigard, en su condición de
Jefe del  Servicio  de Ortopedia  que proceda al  cumplimiento de lo
dispuesto en el Voto, bajo la advertencia de ordenarse la apertura de
un procedimiento administrativo en su contra si no lo hiciere. Se le
ordena a Ho Sai Acon Chan, en su condición de Director General del
Hospital Dr. Tony Facio cumplir, inmediatamente, lo dispuesto en el
Voto N° 2023-10217 de las 9:45 horas de 3 de mayo de 2023, bajo la
advertencia  de  ordenarse  la  apertura  de  un  procedimiento
administrativo en su contra si no lo hiciere. Notifíquese.-

23-010706-0007-CO 2023015529 RECURSO
DE AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.-

23-010786-0007-CO 2023015530 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños  y  perjuicios,  únicamente  contra  las  autoridades  de  la  Caja
Costarricense de Seguro Social. El Magistrado Garita Navarro salva
parcialmente el voto y dispone la condenatoria en daños, perjuicios y
costas.  La  magistrada  Garro  Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y
ordena la condenatoria en daños y perjuicios, pero no en costas. En
cuanto a las autoridades del Ministerio de Justicia y Paz se declara
sin lugar el recurso.-

23-011467-0007-CO 2023015531 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza de plano la acción. El magistrado Castillo Víquez pone
nota.

23-011577-0007-CO 2023015532 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena Marco Umaña Ramírez, a
Melissa Rodríguez Masís  y  a  Jorge  Alberto  López Mora,  bajo  ese
mismo  orden  Director  General  médico  asistente  del  Servicio  de
Oncología Médica y Director a.i del Servicio de Farmacia, todos del
Hospital  Dr.  Rafael  Ángel  Calderón  Guardia,  así  como  a  Marino
Ramírez Carranza y a Ricardo Pérez Gómez, por su orden, Gerente
Médico  y  Coordinador  a.i  del  Comité  Central  de  Farmacoterapia,
ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes en sus
lugares ejerzan los cargos, que DE INMEDIATO adopten las medidas
necesarias y ejecuten las acciones pertinentes para que [NOMBRE
001], cédula de identidad [VALOR 001], reciba el tratamiento con el
medicamento "Olaparib”, en la dosis y por el plazo señalado por su
médico  tratante,  bajo  su  entera  responsabilidad.  Se  advierte  a  los
recurridos que de conformidad con lo establecido por el artículo 71, de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres
meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  causados  con  los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta
declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de Sentencia de lo
contencioso administrativo. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto
y declara sin lugar el recurso. Notifíquese.-
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23-011719-0007-CO 2023015533 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Marino  Ramírez
Carranza y Ricardo Pérez Gómez, por su orden, gerente médico y
coordinador a. i. del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la
Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes en su lugar ocupen
esos cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas
las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias,
para que de manera INMEDIATA, a partir de la notificación de esta
sentencia, se le brinde a la amparada el medicamento NINTEDANIB,
en  la  dosis  y  durante  el  tiempo  que  su  médico  tratante  así  lo
recomiende, bajo estricta supervisión del profesional en medicina que
conoce el caso de la tutelada. Lo anterior se dicta con la advertencia
de  que  según  lo  establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y  perjuicios
ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso-
administrativa. Notifíquese.

23-011836-0007-CO 2023015534 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Marino  Ramírez
Carranza y a Ricardo Antonio Pérez Gómez, respectivamente, en su
condición de Gerente Médico y de Coordinador del Comité Central de
Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social o
a  quienes  ocupen  esos  cargos,  que  giren  las  órdenes  que
corresponden para  que,  en  forma inmediata,  se  le  suministre  a  la
amparada  Karol  Fabiana  Rojas  Parajeles  el  medicamento
Trastuzumab-Deruxtecan, por el tiempo y en la dosis prescrita por su
médico  tratante.  Así  como  bajo  la  estricta  responsabilidad  y
supervisión  de  éste.  Se  le  previene  a  los  recurridos  que,  de
conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no  estuviera  más  gravemente  penado.  Se  condena  a  la  Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  ocasionados con  los  hechos que  sirven  de base  a esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. Notifíquese.

23-011993-0007-CO 2023015535 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la autoridad recurrida de lo
indicado en el considerando III in fine de esta sentencia.

23-012032-0007-CO 2023015536 RECURSO
DE AMPARO

Estese a lo resuelto en la sentencia 2023-012810 de las 9:20 horas
del 31 de mayo de 2023.

23-012115-0007-CO 2023015537 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso.

23-012236-0007-CO 2023015538 RECURSO
DE AMPARO

Se  corrige  el  error  material  contenido  en  la  Sentencia  No.  2023-
015013, para que, en adelante, esta se lea conforme se indicó en el
considerando único de este voto.

23-012256-0007-CO 2023015539 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Marino  Ramírez
Carranza y Ricardo Pérez Gómez, por  su orden gerente médico y
coordinador del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja
Costarricense de Seguro Social, o a quienes en sus lugares ocupen
esos  cargos,  que  adopten  las  medidas  necesarias  y  ejecuten  las
acciones  pertinentes  para  que  la  parte  amparada  reciba
inmediatamente el  tratamiento conjunto de Dabrafenib y Trametinib
por  el  tiempo  y  en  las  dosis  prescritas,  lo  anterior,  bajo  estricta
responsabilidad  y  supervisión  de  su  médico  tratante,  siempre  y
cuando no sobrevenga una variación de las circunstancias médicas
del paciente que contraindiquen tal medicamento. Se advierte a las
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autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la  Caja Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas,  daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de
base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de
sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El  Magistrado  Castillo
Víquez salva el voto y declara sin lugar el recurso Notifíquese.-

23-012435-0007-CO 2023015540 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el  recurso. Se ordena al Dr.  Marino Ramírez
Carranza,  Gerente  Médico,  y  al  Dr.  Ricardo  Pérez  Gómez,
Coordinador del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja
Costarricense de Seguro Social, o a quienes en sus lugares ocupen
esos  cargos,  que  adopten  las  medidas  necesarias  y  ejecuten  las
acciones  pertinentes  para  que  la  parte  amparada  [NOMBRE 001],
cédula  de  identidad  [VALOR  001]  reciba  el  medicamento
"ENZALUTAMIDA” por el tiempo y en la dosis prescrita por su médico
tratante, bajo la estricta responsabilidad, seguimiento y supervisión de
éste,  siempre  y  cuando  no  sobrevenga  una  variación  de  las
circunstancias médicas del paciente que contraindiquen el tratamiento
prescrito.  Igualmente,  se  les  advierte  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar el recurso.
Notifíquese.

23-012468-0007-CO 2023015541 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso.

23-012501-0007-CO 2023015542 RECURSO
DE AMPARO

Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en relación con el
hospital San Rafael de Alajuela. Se ordena a Karen Rodríguez Segura
y a Néstor Azofeifa Delgado, por su orden, directora general y jefe del
servicio de Medicina, ambos del hospital San Rafael de Alajuela, o a
quienes  ocupen  esos  cargos,  que  de  manera  inmediata  giren  las
órdenes pertinentes y dispongan lo necesario dentro del ámbito de
sus respectivas competencias, para que dentro del plazo de TRES
MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, atiendan
al  tutelado  en  la  Consulta  de  Memoria  del  servicio  de  Medicina
Familiar  y  Comunitaria  del  hospital  San  Rafael  de  Alajuela.  Se
advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se
liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso
administrativa.  En  todo  lo  demás,  se  declara  sin  lugar  el  recurso.
Notifíquese.

23-012535-0007-CO 2023015543 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso.

23-012581-0007-CO 2023015544 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Carolina Mejías Soto,
en  su  condición  de  Directora  del  Centro  Nacional  de  Imágenes
Médicas,  así  como  a  Krisia  Díaz  Valverde,  en  su  condición  de
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Directora General y Ruddy Canales Vargas, en su condición de Jefe
de  Sección  de  Cirugía  y  de  la  Especialidad  de  Ortopedia,  ambos
funcionarios del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez o a quienes en su
lugar ocupen tales cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven
a cabo todas las actuaciones que estén dentro  del  ámbito  de sus
competencias para que dentro del plazo máximo de TRES MESES,
contado  a  partir  de  la  notificación  de  la  presente  sentencia  se  le
realice  el  amparado  Walter  Rene  Ulloa  Alemán  la  resonancia
magnética que ordenó su médico tratante, y en el plazo máximo de
UN  MES  de  realizado  el  examen,  sea  valorado  por  un  médico
especialista en el Hospital Dr. Max Peralta Jiménez donde se le debe
de brindar de manera diligente la atención médica que se ordene. Se
advierte  a  las  autoridades  recurridas  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.
Notifíquese.-

23-012623-0007-CO 2023015545 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y
Ruddy Canales Vargas, por su orden directora general y jefe de la
sección de Cirugía y Otorrinolaringología, ambos del hospital Dr. Max
Peralta, o a quienes ocupen esos cargos, que de manera inmediata
dispongan  lo  necesario  dentro  del  marco  de  sus  respectivas
competencias para que, dentro del plazo no mayor a TRES MESES
contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le practique a
la  amparada  la  cirugía  objeto  de  este  amparo,  bajo  estricta
supervisión y responsabilidad de sus médicos tratantes, siempre que
una  variación  en  las  condiciones  médicas  de  la  paciente  no
contraindique  tal  intervención  y  se  hayan  cumplido  todos  los
requerimientos  preoperatorios  e  institucionales.  Se  advierte  a  la
autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo  establecido  por  el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la  Caja Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas,  daños  y  perjuicios  causados,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso administrativa.
El magistrado Castillo  Víquez y la magistrada Garro Vargas ponen
nota conjunta. Notifíquese.

23-012694-0007-CO 2023015546 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Karen Rodríguez Segura
y Jeremías Sandí Delgado, por su orden directora general y jefe del
servicio de Oftalmología, ambos del hospital San Rafael de Alajuela, o
a quienes ocupen esos cargos, que de manera inmediata dispongan
lo necesario dentro del marco de sus respectivas competencias para
que,  dentro del  plazo no mayor a UN MES contado a partir  de la
notificación de esta sentencia, se le practique a la amparada la cirugía
objeto de este amparo, bajo estricta supervisión y responsabilidad de
sus médicos tratantes, siempre que una variación en las condiciones
médicas de la paciente no contraindique tal intervención y se hayan
cumplido todos los requerimientos preoperatorios e institucionales. Se
advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
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gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se
liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso
administrativa.  El magistrado Castillo  Víquez y la magistrada Garro
Vargas ponen nota conjunta. Notifíquese.

23-012710-0007-CO 2023015547 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Karen Rodríguez Segura
y Pablo Abel Mora Leiva, por su orden directora general y jefe del
servicio de Ortopedia y Traumatología, ambos del hospital San Rafael
de  Alajuela,  o  a  quienes  ocupen  esos  cargos,  que  de  manera
inmediata dispongan lo necesario dentro del marco de sus respectivas
competencias para que, dentro del plazo no mayor a TRES MESES
contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le practique al
amparado la cirugía objeto de este amparo, bajo estricta supervisión y
responsabilidad de sus médicos tratantes, siempre que una variación
en  las  condiciones  médicas  del  paciente  no  contraindique  tal
intervención  y  se  hayan  cumplido  todos  los  requerimientos
preoperatorios e institucionales. Se advierte a la autoridad recurrida
que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción
contencioso  administrativa.  El  magistrado  Castillo  Víquez  y  la
magistrada Garro Vargas ponen nota conjunta. Notifíquese.

23-012713-0007-CO 2023015548 RECURSO
DE AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.-

23-012740-0007-CO 2023015549 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Tania Jiménez Umaña,
en su condición de directora general, o a quien ocupe el cargo, así
como a quien ejerza el cargo de jefe del  servicio de Neurocirugía,
ambos del  hospital  Monseñor  Sanabria,  que  de  manera  inmediata
dispongan  lo  necesario  dentro  del  marco  de  sus  respectivas
competencias para que, dentro del plazo no mayor a TRES MESES
contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le practique a
la  amparada  la  cirugía  objeto  de  este  amparo,  bajo  estricta
supervisión y responsabilidad de sus médicos tratantes, siempre que
una  variación  en  las  condiciones  médicas  de  la  paciente  no
contraindique  tal  intervención  y  se  hayan  cumplido  todos  los
requerimientos  preoperatorios  e  institucionales.  Se  advierte  a  la
autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo  establecido  por  el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la  Caja Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas,  daños  y  perjuicios  causados,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso administrativa.
El magistrado Castillo  Víquez y la magistrada Garro Vargas ponen
nota conjunta. Notifíquese. 

23-012871-0007-CO 2023015550 RECURSO
DE AMPARO

Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en lo que respecta
a la falta de entrega o gestión de entrega, por parte de la Unidad de
Atención Integral (UAI) Reynaldo Villalobos Zúñiga, de los anteojos
del amparado. Se ordena a Aura Franco García, en su condición de
Directora  a.i.  de  la  Unidad  de  Atención  Integral  (UAI)  Reynaldo
Villalobos Zúñiga, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, así como a
quien funja como Director (a) Médico (a) de la Clínica o Área de Salud
del  centro  de  reclusión,  que  giren  las  órdenes  que  procedan,
coordinen  lo  necesario  y  lleven  a  cabo  todas  las  actuaciones  que
estén dentro del ámbito de sus competencias,  para que dentro del
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plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta
sentencia, se entreguen al tutelado los anteojos que necesita, siempre
y cuando así  haya sido prescrito por los profesionales de la salud
pertinentes.  Se  advierte  a  las  autoridades  recurridas  que  de
conformidad  con  lo  establecido  por  el  artículo  71  de la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena al  Estado al  pago de las costas,
daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. El magistrado Cruz Castro consigna una
nota. La magistrada Garro Vargas pone una nota. En todo lo demás,
se declara sin lugar el  recurso. Tomen nota Aura Franco García y
Tatiana Castillo Pereira, en sus calidades respectivas de Directora a.i.
y Trabajadora Social, ambas de la Unidad de Atención Integral (UAI)
Reynaldo Villalobos Zúñiga, de lo indicado en el considerando VIII de
esta sentencia. Notifíquese.-

23-012919-0007-CO 2023015551 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 23-006948-
0007-CO se tramita ante esta Sala.

23-012960-0007-CO 2023015552 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Marino  Ramírez
Carranza, Gerente Médico y Ricardo Pérez Gómez, en su condición
de Coordinador del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la
Caja  Costarricense  de  Seguro  Social,  que  adopten  las  medidas
necesarias  y  ejecuten las acciones pertinentes  para que en forma
inmediata se autorice el suministro del medicamento Ibrutinib a favor
de la amparada  [NOMBRE 001], cédula de identidad [VALOR 001],
en la dosis y bajo las indicaciones, responsabilidad y cuidados de su
médico prescriptor. Lo anterior bajo el apercibimiento que con base en
lo  establecido  en  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o hacer cumplir,  dictada en un recurso de amparo y no la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.

23-012961-0007-CO 2023015553 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  le  ordena  a  Marco  Umaña
Ramírez y Carolina Jiménez Jiménez, bajo ese mismo orden Director
General a.i y Jefe del Servicio de Cirugía General, todos del Hospital
Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, o a quienes en su lugares ocupen
dichos cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas
las actuaciones que estén dentro  del  ámbito  de sus competencias
para  que,  en  el  plazo  de  TRES  MESES,  contado  a  partir  de  la
notificación de esta Sentencia, se le realice la cirugía pendiente a la
tutelada  bajo  estricta  responsabilidad  y  supervisión  de  su  médico
tratante y siempre que una variación de las circunstancias médicas no
requiera  otro  tipo  de  atención.  Asimismo,  deberán  comunicarle  la
fecha  y  hora  de  tal  intervención,  así  como  los  requisitos  pre–
operatorios  establecidos  para  tales  efectos.  Además,  de  ser
necesario,  deberá coordinarse  su  atención  médica con  otro  centro
hospitalario que tenga disponibilidad de espacios. Se advierte a las
autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por el
artículo 71, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la  Caja Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de
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base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de
Sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El  magistrado  Castillo
Víquez y la magistrada Garro Vargas consignan nota. Notifíquese.-

23-012993-0007-CO 2023015554 RECURSO
DE AMPARO

Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a
la cita asignada para diciembre de 2023. Se ordena a Hazel Achío
Bogantes y Maricela Salas Estrada, por su orden directora médica y
coordinadora  del  segundo nivel  de  atención  del  área  de  salud  de
Goicoechea  2,  o  a  quienes  ocupen  esos  cargos,  que  de  manera
inmediata dispongan lo necesario dentro del marco de sus respectivas
competencias para que, dentro del plazo no mayor a TRES MESES
contado  a  partir  de  la  notificación  de  esta  sentencia  y  si  aún  no
hubiere  ocurrido,  el  tutelado  sea  atendido  en  la  especialidad  de
Psiquiatría  en  los  términos  indicados  por  el  Hospital  Nacional  de
Salud Mental en la referencia del 31 de marzo de 2023. Se advierte a
la autoridad recurrida que, de conformidad con lo establecido por el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la  Caja Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas,  daños  y  perjuicios  causados,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso administrativa.
En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Notifíquese.

23-013004-0007-CO 2023015555 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso.

23-013038-0007-CO 2023015556 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. El magistrado Cruz Castro consigna
nota. La magistrada Garro Vargas consigna nota.

23-013074-0007-CO 2023015557 RECURSO
DE AMPARO

Se declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Priscila  Balmaceda
Chaves y Efrén Ricardo Díaz Soto, por su orden directora general y
jefe servicio de Urología, ambos del hospital San Vicente de Paúl, o a
quienes ocupen esos cargos, que de manera inmediata dispongan lo
necesario  dentro  del  marco  de  sus  respectivas competencias  para
que, dentro del plazo no mayor a TRES MESES contado a partir de la
notificación de esta sentencia y si aún no hubiere ocurrido, se valore
al  tutelado  en  el  servicio  de  Urología.  Se  advierte  a  la  autoridad
recurrida que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres
meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia
ante la jurisdicción contencioso administrativa. Notifíquese.

23-013083-0007-CO 2023015558 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. El magistrado Cruz Castro pone nota.
La magistrada Garro Vargas consigna nota.

23-013170-0007-CO 2023015559 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso.

23-013292-0007-CO 2023015560 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y
Rafael  Mora  Castrillo,  por  su  orden  Directora  General  y  Jefe  del
Servicio  de Ginecología  y  Obstetricia,  ambos del  Hospital  Dr.  Max
Peralta Jiménez, o a quienes en su lugar ocupen esos cargos, que
giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones
que estén dentro del  ámbito de sus competencias,  para que en el
plazo máximo de tres meses contados a partir de la notificación de
esta sentencia, se le realice a la amparada la cirugía que requiere en
el  Servicio  de  Ginecología  recurrido.  Todo  bajo  estricta
responsabilidad y supervisión de su médico tratante, siempre que se
mantenga dicho criterio médico. Lo anterior, bajo la advertencia que
de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la
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Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Castillo Víquez y la Magistrada Garro Vargas ponen nota.
Notifíquese.-

23-013293-0007-CO 2023015561 RECURSO
DE AMPARO

Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Karen Rodríguez
Segura, en su condición de directora general, y la Dra. Triana Carvajal
Rojas,  en su carácter  de jefa  del  Servicio  de Urología,  ambas del
Hospital San Rafael de Alajuela, o a quienes ocupen sus cargos, que
adopten  las  previsiones  necesarias  para  que  el  amparado  sea
valorado por un especialista y, de no existir razones de orden médico
que  lo  desaconsejen,  intervenido  quirúrgicamente,  todo  ello  en  el
término improrrogable de UN MES, contado a partir de la notificación
de esta resolución. Se les advierte a dichas Autoridades, o a quienes
ocupen sus cargos, que de no acatar la orden dicha, incurrirán en el
delito de desobediencia y, que de conformidad con el artículo 71 de la
Ley de esta jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses a dos
años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y
no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté
más gravemente  penado.  Se  condena a  la  Caja  Costarricense  de
Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados con
los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta  declaratoria,  los  que  se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
Notifíquese.

23-013316-0007-CO 2023015562 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Jenny  Chacón
Fernández, en su condición de directora general a. i. del CAI Jorge
Arturo Montero Castro y Adin Largo Cruz, en su condición de director
médico  de  la  clínica  La  Reforma;  así  como  a  Karen  Rodríguez
Segura, en su condición de directora general del hospital San Rafael
de Alajuela, o a quienes ocupen esos cargos, que gestionen todas las
acciones  dentro  del  ámbito  de  sus  respectivas  competencias  y
coordinen lo necesario para que dentro del plazo máximo de TRES
MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia: 1) la
persona tutelada sea trasladada al nosocomio, y reciba la atención
médica  requerida  en  el  servicio  de  Oftalmología  del  hospital  San
Rafael de Alajuela, y, a partir de esa valoración, se defina el plan de
manejo por seguir en la atención a su padecimiento, según criterio del
médico tratante; y, 2) dentro de ese mismo plazo se le entreguen al
tutelado los anteojos prescritos, según lo indicado por las autoridades
hospitalarias  en  el  informe  rendido  a  la  Sala.  Se  advierte  a  la
autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo  establecido  por  el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena al Estado y a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago
de las costas, daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en
ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso-administrativa.
El magistrado Cruz Castro pone nota. La magistrada Garro Vargas
suscribe nota. Notifíquese.

23-013346-0007-CO 2023015563 RECURSO
DE AMPARO

Se  corrige  el  error  material  cometido  en  la  parte  considerativa  y
dispositiva de la sentencia No. 2023-015136 de las 09:30 horas de 23
de junio de 2023, y en los correspondientes registros informáticos,
para que se lean de la siguiente manera: "(...) IX.- Razones diferentes
del  Magistrado Garita Navarro.  En relación con la  condenatoria en
costas, daños y perjuicios a la parte recurrida. Coincido con el resto
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de la Sala en declarar con lugar el recurso, pero difiero en cuanto a
las razones que aduce la mayoría del  Tribunal para condenar a la
parte recurrida al pago de las costas, daños y perjuicios derivados de
la lesión producida a los derechos fundamentales de la parte tutelada.
La Ley de la Jurisdicción Constitucional,  en el  artículo 52,  dispone
que:  "Si,  estando  en  curso  el  amparo,  se  dictare  resolución,
administrativa  o   judicial,  que  revoque,  detenga  o  suspenda  la
actuación impugnada, se declarará con lugar el recurso únicamente
para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”.
Por otra parte,  en el  artículo  51 ibídem, se establece que: "...toda
resolución  que  acoja  el  recurso  condenará  en  abstracto  a  la
indemnización de los daños y perjuicios causados y al pago de las
costas del recurso, y se reservará su liquidación para la ejecución de
sentencia”. Esta última norma establece el sistema general que regula
lo relativo al tema de la indemnización y el pago de las costas, y que
la  mayoría  denomina  "forma  natural  o  normal  de  terminación  del
proceso,  donde  hay  pronunciamiento  sobre  el  fondo  del  asunto  y
reconocimiento  de  los  hechos  que  han  vulnerado  los  derechos
fundamentales...”. El artículo 51, de cita, regula los supuestos en los
que  la  Sala  ha  tenido  por  comprobado  el  agravio;  y,  como
consecuencia,  surge  la  necesidad  de  una  condenatoria  en costas,
daños  y  perjuicios.  Sin  embargo,  a  juicio  de  los  suscritos,  de  la
interpretación sistemática de ambas normas, se concluye que, tanto
en los casos en que este Tribunal Constitucional constate una lesión a
algún derecho fundamental; y, por ende, declare con lugar el recurso,
como en aquellos en los que la Administración, por decisión propia,
restituya  a  la  persona  agraviada  en  el  goce  de  sus  derechos
fundamentales, una vez que tenga conocimiento del amparo-supuesto
contemplado en el artículo 52, referido-, por imperio de los artículos
50 y 51, de la ley citada, la consecuencia necesaria e ineludible es la
condenatoria al infractor a la indemnización de los daños y perjuicios
causados y del pago de las costas del recurso. Esta regla no es más
que el reconocimiento, a la parte que ha sufrido una vulneración en
sus derechos fundamentales, del derecho a una tutela judicial efectiva
en torno a la reparación de las consecuencias dañosas derivadas de
las actuaciones u omisiones de las autoridades infractoras; y, como
medio disuasivo, a fin de que el Estado no incurra nuevamente en las
acciones que dieron base a la estimatoria del recurso, tema regulado
en el artículo 50, de la ley que rige esta jurisdicción. De modo, que ya
sea  que  la  Sala  haya  tenido  por  comprobado  el  agravio  y  haya
entrado a conocer el fondo del asunto, o que la violación haya cesado
por  decisión  de  la  propia  autoridad  recurrida,  una  vez  que  tuvo
conocimiento de la tramitación del amparo, con restitución en el goce
de los derechos fundamentales a favor del  agraviado (artículo 52),
siempre,  en  cualesquiera  de  esos  supuestos,  surge  la  imperiosa
necesidad  de  una  condenatoria  en  costas,  daños  y  perjuicios  al
infractor, cuyo fundamento se encuentra en los principios de tutela de
los derechos de las personas y en el de que la Administración debe
hacerse responsable por los daños y perjuicios que ocasione con su
actuar  inconstitucional.  Así,  el  hecho  de  que  al  momento  de
conocerse  y  resolverse  con  lugar  el  amparo,  los  efectos  del  acto
impugnado ya hubieren cesado, en los términos de lo dispuesto en los
artículos 50 y 52, de la ley de cita, no enerva la procedencia de la
condenatoria en costas, daños y perjuicios, pues tal caso forma parte
integral  del  sistema  general  de  condenatoria  necesaria  en  esos
extremos, que contiene la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  Por
otra  parte,  es  claro  que  el  artículo  52,  mencionado,  se  aplica
únicamente en los casos en que la Sala, aun cuando no ha conocido,
ni se ha pronunciado sobre el fondo del reclamo, ha constatado la
vulneración que en sus derechos fundamentales ha sufrido la parte
amparada,  en  virtud  de  la  restitución,  que,  en  el  goce  de  esos
derechos,  ha acordado a su favor  la  Administración;  situación que
implica  una  "terminación  anormal  del  proceso”.  El  legislador
estableció y delimitó, de forma precisa, las condiciones en las cuales
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esta  Sala  puede  decretar  esa  forma  de  conclusión  anormal  del
proceso  de  amparo,  así  como  sus  alcances,  a  saber:  1)  que  el
amparo  esté  en  curso,  es  decir,  que  la  Administración  haya  sido
debidamente notificada de la resolución que dio curso al amparo; y, 2)
que exista una resolución administrativa o judicial que disponga, de
forma  indubitable,  la  revocación,  detención  o  suspensión  de  la
actuación  impugnada  violatoria  de  derechos  fundamentales.
Ciertamente,  la  norma  en  cuestión  contempla  una  excepción  al
sistema general  de condenatoria en costas,  daños y perjuicios;  no
obstante la estimatoria del recurso, al disponer que, en los casos allí
regulados, se declarará con lugar el recurso "únicamente para efectos
de  indemnización  y  de  costas,  si  fueren  procedentes”.  Como
excepción que es,  debe ser  interpretada restrictivamente;  es decir,
que solo procede en los supuestos estrictamente contemplados en la
norma, no solo por la regla de que las excepciones en derecho deben
interpretarse  de  forma  restrictiva,  sino  también  porque  las
consecuencias de aplicar tal excepción implican, sin lugar a dudas, un
menoscabo en el derecho fundamental de las personas a obtener una
efectiva tutela judicial frente a los daños y perjuicios sufridos con la
lesión  a  sus  derechos  constitucionales.
 En mi criterio, tal excepción se debe interpretar en el sentido de que,
de conformidad con el sistema general de condenatoria automática en
costas,  daños  y  perjuicios  ante  una  violación  a  derechos
fundamentales, esa condenatoria es siempre procedente, aún en el
caso de que la parte recurrida dicte una resolución, administrativa o
judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, a
menos  que  conste  de  manera  indubitable  y  clara  que  en  el  caso
concreto  no  se  causó  perjuicio  alguno  capaz de  ser  indemnizado.
Solo  y  únicamente  en  tales  supuestos  podría  eximirse  a  la
Administración recurrida del pago de dichos extremos. Como en este
caso,  no  existe  elemento  alguno  que  desvirtúe  la  presunción  del
surgimiento,  para  la  parte  amparada,  de  daños  y  perjuicios
económicos  derivados  de  las  actuaciones  impugnadas-cuya
determinación  concreta  no  le  corresponde  a  esta  jurisdicción-,  la
estimatoria  de  este  recurso  debe  implicar,  necesariamente,  la
condenatoria en costas, daños y perjuicios (…) Por tanto: Se declara
parcialmente con lugar el recurso en aplicación del artículo 52 de la
Ley  de  la  Jurisdicción,  solo  en  lo  que  respecta  al  irrespeto  a  la
dignidad  del  tutelado  por  haber  dormido  en  una  colchoneta  en
pésimas condiciones. Se condena al Estado al pago de las costas,
daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso  administrativo.  Los  magistrados  Cruz  Castro  y  Rueda
Leal consignan nota. El magistrado Araya García consigna una nota.
La  magistrada  Garro  Vargas  consigna  nota.  El  magistrado  Garita
Navarro  da  razones diferentes  en relación  con  la  condenatoria  en
costas, daños y perjuicios. La magistrada Garro Vargas, da razones
diferentes en cuanto a la condenatoria en costas, daños y perjuicios.
El  magistrado  Rueda  Leal  salva  parcialmente  el  voto,  únicamente
respecto a la condenatoria en costas, daños y perjuicios. En lo demás
se declara sin lugar el recurso. Notifíquese.- (...)”. Notifíquese.-

23-013367-0007-CO 2023015564 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena Marino Ramírez Carranza
y Ricardo Pérez Gómez, por su orden, gerente médico y coordinador
del  Comité  Central  de  Farmacoterapia,  ambos  de  la  Caja
Costarricense de Seguro Social, o a quienes en su lugar ocupen esos
cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para
que  de  manera  INMEDIATA,  a  partir  de  la  notificación  de  esta
sentencia,  se  le  brinde  a  la  persona  amparada  el  medicamento
ABEMACICLIB,  en  la  dosis  y  durante  el  tiempo  que  su  médico
tratante así lo recomiende, bajo estricta supervisión del profesional en
medicina que conoce el caso del tutelado. Lo anterior se dicta con la
advertencia de que según lo establecido por el artículo 71 de la Ley
de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a
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dos años o de veinte  a  sesenta días multa,  a quien recibiere  una
orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso
de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el
delito  no  esté  más  gravemente  penado.  Se  condena  a  la  Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  ocasionados con  los  hechos que  sirven  de base  a esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso-administrativa. Notifíquese.

23-013388-0007-CO 2023015565 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Eugenia Cruz Harley en
su  calidad  de  Jefe  SERVICIO  DE  OFTALMOLOGÍA  y  a  MARIA
EUGENIA VILLALTA BONILLA en su calidad de Directora General,
ambos del Hospital San Juan de Dios o a quienes en su lugar ocupen
los cargos, que dispongan y coordinen lo necesario, para que dentro
del plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta
sentencia, la amparada [NOMBRE 001], cédula de identidad [VALOR
001] sea valorada en el Servicio de Oftalmología. Se advierte a los
recurridos que de conformidad con lo establecido en el artículo 71 de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres
meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de
amparo, y no la cumpliere o hiciere cumplir, siempre que el delito no
esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de
Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados con
los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta  declaratoria,  los  que  se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
Notifíquese.

23-013416-0007-CO 2023015566 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Douglas  Montero
Chacón, en su condición de Director General,  y a Ivette García La
Hoz, en su condición de Jefa del Servicio de Ortopedia, ambos del
Hospital México, o a quienes en sus lugares ocupen los cargos, que
giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones
que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro
del plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta
sentencia, se realice la resonancia magnética que le fue prescrita a la
amparada el 09 de noviembre de 2022. Se advierte a las autoridades
recurridas que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres
meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  ocasionados con  los  hechos que  sirven  de base  a esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. Notifíquese.

23-013501-0007-CO 2023015567 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso, únicamente en contra de la Unidad
Atención Integral Reynaldo Villalobos Zúñiga. Se ordena al Director
General  y  al  Director  de  la  Clínica,  ambos de  la  Unidad  Atención
Integral  Reynaldo  Villalobos  Zúñiga,  o  a  quienes  en  sus  lugares
ejerzan esos cargos, que de manera inmediata coordinen y adopten
las medidas necesarias, para que una vez que el Hospital San Rafael
de Alajuela,  comunique  la  fecha en que se le  efectuará cirugía  al
amparado, se garantice el traslado efectivo del amparado al centro
médico a fin de que se reciba la atención médica que requiere. Lo
anterior, bajo el apercibimiento que con base en lo establecido en el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a
quienes  recibieren  una  orden  que  deban  cumplir  o  hacer  cumplir,
dictada en un recurso de amparo y  que no la  cumplieren o no la
hicieren  cumplir,  siempre  que  el  delito  no  esté  más  gravemente
penado.  Se  condena  al  Estado  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  causados  con  los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
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contencioso  administrativo.   En  cuanto  al  Hospital  San  Rafael  de
Alajuela, se declara sin lugar el recurso. Notifíquese.

23-013537-0007-CO 2023015568 RECURSO
DE AMPARO

Se declara  con  lugar  el  recurso,  con  base  en  lo  dispuesto  por  el
artículo 52, párrafo 1º, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin
especial  condenatoria  en  costas,  daños  y  perjuicios.  Se  ordena  a
Melissa  Jiménez  Morales  y  a  Karen  Rodríguez  Segura,  en  sus
calidades  respectivas  de  Directora  General  y  Jefa  del  Servicio  de
Cirugía, ambas del Hospital San Rafael de Alajuela, o a quienes en
sus lugares ocupen esos cargos, que giren las órdenes que procedan,
coordinen lo necesario y ejecuten todas las actuaciones que estén
dentro  del  ámbito  de sus competencias,  para que se lleve a cabo
cirugía que la tutelada necesita durante el periodo comprendido entre
el  2  y  el  9  de  julio  de  2023,  previo  cumplimiento  de  todos  los
requisitos  médicos,  así  como  bajo  estricta  responsabilidad  y
supervisión de su médico tratante, siempre y cuando por variación de
las circunstancias la paciente no requiera otro tipo de atención. Se
advierte  a  las  autoridades  recurridas  que  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada  dentro  de  un  recurso  y  no  la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. El magistrado Garita Navarro salva parcialmente
el voto y dispone la condenatoria en daños, perjuicios y costas. La
magistrada  Garro  Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y  ordena  la
condenatoria en daños y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese.-

23-013585-0007-CO 2023015569 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y
Rafael  Mora  Castrillo,  por  su  orden,  directora  general  y  jefe  del
servicio de Ginecología, ambos del hospital Dr. Max Peralta Jiménez,
o a quienes ocupen tales cargos, que de manera inmediata dispongan
lo necesario dentro del ámbito de sus respectivas competencias para
que,  dentro  del  plazo  de  SEIS  MESES,  contado  a  partir  de  la
notificación de esta sentencia, se le practique a la tutelada la cirugía
objeto de este recurso, bajo estricta supervisión y responsabilidad de
sus médicos tratantes, siempre que una variación en las condiciones
médicas  del  paciente  no contraindique tal  intervención  y  se  hayan
cumplido todos los requerimientos preoperatorios e institucionales. Se
advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se
liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso
administrativa. La magistrada Garro Vargas salva el voto y declara sin
lugar el recurso. Notifíquese.

23-013590-0007-CO 2023015570 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y
Rafael  Mora  Castrillo,  por  su  orden  Directora  General  y  Jefe  del
Servicio de Ginecología y Obstetricia, ambos del Hospital Max Peralta
Jiménez, o a quienes en su lugar ocupen esos cargos, que giren las
órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que están
dentro  del  ámbito  de  sus  competencias,  para  que  en  el  plazo  de
TRES MESES contados a partir de la notificación de esta sentencia, a
la tutelada se le practique la cirugía que requiere, todo bajo estricta
responsabilidad  y  supervisión  de  su  médico  tratante,  siempre  y
cuando no exista ninguna variación en su circunstancias. Lo anterior,
bajo  la  advertencia  que  de  conformidad  con  lo  establecido  por  el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
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que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  causados  con  los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.
La  Magistrada  Garro  Vargas  salva  el  voto  y  declara  sin  lugar  el
recurso. Notifíquese.-

23-013614-0007-CO 2023015571 RECURSO
DE AMPARO

Se declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Priscila  Balmaceda
Chaves en su condición de directora general del Hospital San Vicente
de Paúl, o a quien ocupe ese cargo, coordinar lo necesario para que
se programe y realice la operación al tutelado en el plazo de un mes
contado  a partir  de  la  realización  de  los  exámenes preoperatorios
programados para el  13 de julio de 2023 si  otras causas médicas
ajenas a la examinadas en este asunto no lo impiden y bajo la estricta
responsabilidad del médico tratante. Lo anterior, bajo la advertencia
que,  de  conformidad  con  el  artículo  71  de  la  Ley  la  Jurisdicción
Constitucional, se le impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o hacer cumplir,  dictada en un recurso de amparo y no la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social, al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Castillo Víquez y la Magistrada Garro Vargas ponen nota
separada. El Magistrado Castillo pone nota.Notifíquese.

23-013625-0007-CO 2023015572 RECURSO
DE AMPARO

Se declara  con  lugar  el  recurso,  con  base  en  lo  dispuesto  por  el
artículo 52, párrafo 1º, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin
especial  condenatoria  en  costas,  daños  y  perjuicios.  Se  ordena  a
Karen Rodríguez Segura, directora médica y a Pablo Mora Leiva, jefe
del Servicio de Ortopedia, ambos del Hospital San Rafael de Alajuela,
o  a  quienes  en  su  lugar  ocupen  esos  cargos,  que  adopten  las
medidas necesarias para que, tal y como informaron, el 21 de julio
2023 la amparada sea valorada en el Servicio de Ortopedia de ese
centro  de  salud.  Se  advierte  a  las  autoridades  recurridas  que,  de
conformidad  con  lo  establecido  por  el  artículo  71  de la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. El Magistrado Garita Navarro salva
parcialmente el voto y dispone la condenatoria en daños, perjuicios y
costas. La Magistrada Garro salva parcialmente el voto y ordena la
condenatoria en daños y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese.

23-013636-0007-CO 2023015573 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Douglas  Montero
Chacón y a Fabricio Arguedas Monge, en su condición respectiva de
Director General y Jefe del Servicio de Ortopedia ambos funcionarios
del Hospital México, o a quienes en su lugares ocupen dichos cargos,
que  giren  las  órdenes  pertinentes  y  lleven  a  cabo  todas  las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para
que, en el plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación
de esta Sentencia, se realice la cirugía pendiente a la tutelada, bajo
estricta responsabilidad y supervisión de su médico tratante y siempre
que una variación de las circunstancias médicas no requiera otro tipo
de atención. Asimismo, deberán comunicarle la fecha y hora de tal
intervención,  así  como  los  requisitos  pre–operatorios  establecidos
para tales efectos. Además, de ser necesario, deberá coordinarse su
atención médica con otro centro hospitalario que tenga disponibilidad
de  espacios.  Se  advierte  a  las  autoridades  recurridas  que,  de
conformidad con lo  establecido por  el  artículo  71,  de la  Ley de la
Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
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amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y  perjuicios
ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria,
los que se liquidarán en ejecución de Sentencia de lo contencioso
administrativo.  El magistrado Castillo  Víquez y la magistrada Garro
Vargas ponen nota. Notifíquese.-

23-013638-0007-CO 2023015574 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso.-

23-013641-0007-CO 2023015575 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y
Alexander Sánchez Cabo, por su orden, directora general y jefe del
servicio  de  Cirugía,  ambos  del  hospital  Max Peralta  Jiménez,  o  a
quienes  ocupen  esos  cargos,  que  de  manera  inmediata  giren  las
órdenes pertinentes y dispongan lo necesario dentro del ámbito de
sus respectivas competencias para que dentro del plazo máximo de
TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia,
se le practique a la tutelada la cirugía objeto de este recurso. Todo
esto se dispone bajo  estricta supervisión y responsabilidad de sus
médicos  tratantes,  siempre  que  una  variación  en  las  condiciones
médicas del paciente no contraindique tal intervención y de previo se
hayan  cumplido  todos  los  requerimientos  preoperatorios  e
institucionales.  Se  advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de
conformidad  con  lo  establecido  por  el  artículo  71  de la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción
contencioso  administrativa.  El  magistrado  Castillo  Víquez  y  la
magistrada Garro Vargas ponen nota conjunta. Notifíquese.

23-013656-0007-CO 2023015576 RECURSO
DE AMPARO

Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Dra. Krisia Díaz
Valverde,  en su condición de directora general,  y al  Dr.  Alexander
Sánchez Cabo, en su carácter de jefe de la Especialidad de Cirugía
General, ambos funcionarios del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez, o
a quienes ocupen sus cargos, que adopten las previsiones necesarias
para  que  se  le  asigne  la  respectiva  cita  al  amparado,  dentro  del
término improrrogable de UN MES, contado a partir de la notificación
de esta resolución. Se les advierte a dichos funcionarios, o a quienes
ocupen sus cargos, que de no acatar la orden dicha, incurrirán en el
delito de desobediencia y, que de conformidad con el artículo 71 de la
Ley de esta jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses a dos
años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y
no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté
más gravemente  penado.  Se  condena a  la  Caja  Costarricense  de
Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados con
los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta  declaratoria,  los  que  se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
Notifíquese.

23-013674-0007-CO 2023015577 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz Castro y Garro
Vargas consignan notas de forma separada.-

23-013684-0007-CO 2023015578 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar  el  recurso;  y,  en consecuencia,  se ordena a
Marco Umaña Ramírez y Hugo Dobles Noguera, por su orden Director
General a.i. y Jefe del Servicio de Ortopedia; ambos del Hospital Dr.
Rafael Ángel Calderón Guardia, o a quienes en su lugar ejerzan los
cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para
que, dentro del plazo no mayor a UN MES, contado a partir  de la
notificación de esta Sentencia, se realice la intervención requerida por
el paciente, bajo estricta responsabilidad y supervisión de su médico
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tratante y siempre que una variación de las circunstancias médicas no
requiera  otro  tipo  de  atención.  Asimismo,  deberán  comunicarle  la
fecha  de  tal  intervención,  así  como  los  requisitos  pre–operatorios
establecidos  para  tales  efectos.  Se  advierte  a  las  autoridades
recurridas que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71,
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres
meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  ocasionados con  los  hechos que  sirven  de base  a esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. Los Magistrados Castillo Víquez y Garro
Vargas consignan nota.-

23-013727-0007-CO 2023015579 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y
Ruddy Canales Vargas,  por su orden Directora General  y Jefe del
Servicio  de Cirugía  y  de  la  Especialidad  de Ortopedia,  ambos del
Hospital Dr. Max Peralta Jiménez, o a quienes en su lugar ocupen
esos cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas
las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias,
para que en el plazo máximo de tres meses contados a partir de la
notificación de esta sentencia, se le realice a la amparada la cirugía
que requiere en el Servicio de Ortopedia recurrido. Todo bajo estricta
responsabilidad y supervisión de su médico tratante, siempre que se
mantenga dicho criterio médico. Lo anterior, bajo la advertencia que
de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Castillo Víquez y la Magistrada Garro Vargas ponen nota.
Notifíquese.-

23-013766-0007-CO 2023015580 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a William Piedra Carvajal,
en su condición de jefe del Servicio de Gastroenterología del Hospital
México o a quien ocupe en su lugar dicho cargo, que gire las órdenes
pertinentes y lleve a cabo las actuaciones que están dentro del ámbito
de sus competencias,  para que, en el  plazo máximo de UN MES,
contados a partir de la notificación de esta sentencia, se realice la
colonoscopía  prescrita  a  la  recurrente  [NOMBRE  001],  cédula  de
identidad [VALOR 001], lo anterior bajo criterio y responsabilidad de
su médico tratante. Se advierte a las autoridades recurridas que, de
conformidad  con  lo  establecido  por  el  artículo  71  de la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
De Seguro Social al pago de costas, daños y perjuicios causados con
los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta  declaratoria,  los  que  se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
Notifíquese.-

23-013848-0007-CO 2023015581 RECURSO
DE AMPARO

Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en lo que respecta
a  la  realización  de  las  cirugías  prescritas.  Se  ordena  a  Ricardo
Guerrero Lizano, en su condición de Jefe del Servicio de Ortopedia y
Rehabilitación del Hospital San Juan de Dios, o a quien en su lugar
ocupe ese cargo, así como a quien funja como Director (a) Médico (a)
del  centro  hospitalario,  que  giren  las  órdenes  que  procedan,
coordinen  lo  necesario  y  lleven  a  cabo  todas  las  actuaciones  que
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estén dentro del ámbito de sus competencias para que: a) dentro del
plazo  de  UN  MES  contado  a  partir  de  la  notificación  de  esta
sentencia, se practique a la tutelada la primera cirugía de remplazo
total de la rodilla más dolorosa y; b) en el plazo de UN AÑO siguiente
a la realización de la anterior intervención quirúrgica,  se efectúe la
operación de la rodilla contralateral. Ambas cirugías deben llevarse a
cabo previo cumplimiento de los requisitos médicos, así como bajo
estricta responsabilidad y supervisión de su médico tratante, siempre
y cuando por variación de las circunstancias la paciente no requiera
otro tipo de atención. Se advierte a las autoridades recurridas que de
conformidad  con  lo  establecido  por  el  artículo  71  de la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social (CCSS) al pago de las costas, daños y perjuicios causados con
los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta  declaratoria,  los  que  se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
En lo demás se declara sin lugar el recurso. Notifíquese.-

23-013859-0007-CO 2023015582 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Roberto Aguilar Tassara,
en  su  condición  de  director  general  a.  i.  del  Centro  Nacional  de
Rehabilitación,  o  a  quienes  ocupen  esos  cargos,  que  de  manera
inmediata gire las órdenes pertinentes y disponga lo necesario dentro
del ámbito de sus respectivas competencias para que dentro del plazo
máximo  de  UN  MES,  contado  a  partir  de  la  notificación  de  esta
sentencia,  se  le  practique  a  la  tutelada  la  cirugía  objeto  de  este
recurso.  Todo  esto  se  dispone  bajo  estricta  supervisión  y
responsabilidad de sus médicos tratantes, siempre que una variación
en  las  condiciones  médicas  del  paciente  no  contraindique  tal
intervención y de previo se hayan cumplido todos los requerimientos
preoperatorios e institucionales. Se advierte a la autoridad recurrida
que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción
contencioso  administrativa.  El  magistrado  Castillo  Víquez  y  la
magistrada Garro Vargas ponen nota conjunta. Notifíquese.

23-013876-0007-CO 2023015583 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a María Eugenia Villalta
Bonilla y a Jairo Villarreal Jaramillo, por su orden, directora general y
jefe del servicio de Urología, ambos del hospital San Juan de Dios, o
a quienes  ocupen esos cargos,  que de manera inmediata  gire  las
órdenes pertinentes y disponga lo necesario dentro del ámbito de sus
respectivas competencias para que dentro del plazo máximo de UN
MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, el tutelado
sea valorado en el servicio de Urología, y a partir de esa atención se
defina el plan médico a seguir.  Se advierte a la autoridad recurrida
que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción
contencioso administrativa. Notifíquese.

23-013996-0007-CO 2023015584 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Joicy Solís Castro y
Junior José Quesada Porras, por su orden, directora general y jefe del
Servicio  de  Cirugía,  ambos  del  Hospital  Dr.  Fernando  Escalante
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Pradilla, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, disponer de
manera pronta y oportuna las acciones y coordinaciones necesarias,
para  que  en  el  plazo  de  TRES  MESES,  contados  a  partir  de  la
notificación  de  la  presente  sentencia,  se  realice  el  procedimiento
quirúrgico  que  necesita  el  tutelado  [NOMBRE  001],  cédula  de
identidad  número  [VALOR  001],  todo  bajo  estricta  supervisión  y
responsabilidad de su médico tratante, siempre y cuando no exista
alguna  causa  que  lo  impida  y  se  hayan  cumplido  todos  los
requerimientos  preoperatorios  e  institucionales.  Se  advierte  a  la
autoridad  recurrida  que  de  conformidad  con  lo  establecido  en  el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
en un recurso de amparo, y no la cumpliere o hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  causados  con  los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso  administrativo.  El  magistrado  Castillo  Víquez  y  la
magistrada Garro Vargas consignan nota. Notifíquese.-

23-014000-0007-CO 2023015585 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas
de lo dispuesto en el considerando III in fine de este pronunciamiento.

23-014053-0007-CO 2023015586 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso.

23-014059-0007-CO 2023015587 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios. Se ordena a PRISCILA BALMACEDA CHAVES,
Directora General y a GERARDO SAENZ BATALLA, jefe del Servicio
de  Cirugía  General,  ambos  del  Hospital  San  Vicente  de  Paul  o  a
quienes en su lugar ocupen dichos cargos, disponer lo necesario para
que se mantenga a la recurrente la cita programada para el 24 de julio
del  2023,  para  completar  los  requisitos  preoperatorios  y  una  vez
realizados  dichos  exámenes  y  valoración  se  determine  el
procedimiento a seguir el cual deberá realizarse al MES siguiente, si
otra causa médica no lo impide y bajo la responsabilidad del médico
tratante.  Se  advierte  a  los  recurridos  que  de  conformidad  con  el
artículo 71, de la Ley de esta Jurisdicción, se impondrá prisión de tres
meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. La magistrada Garro Vargas salva
parcialmente el voto y ordena la condenatoria en daños y perjuicios,
pero no en costas. El Magistrado Garita Navarro salva parcialmente el
voto  y  dispone  la  condenatoria  en  daños,  perjuicios  y  costas.
Notifíquese.

23-014064-0007-CO 2023015588 RECURSO
DE AMPARO

Se declara SIN LUGAR el recurso.

23-014112-0007-CO 2023015589 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Marco Umaña Ramírez y
Carolina Jiménez Jiménez, por su orden, director general a. i. y jefa
del servicio de Cirugía General, ambos del hospital Dr. Rafael Ángel
Calderón Guardia, o a quienes ocupen esos cargos, que de manera
inmediata gire las órdenes pertinentes y disponga lo necesario dentro
del ámbito de sus respectivas competencias para que dentro del plazo
máximo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta
sentencia, se le practique a la parte tutelada la cirugía objeto de este
recurso.  Todo  esto  se  dispone  bajo  estricta  supervisión  y
responsabilidad de sus médicos tratantes, siempre que una variación
en  las  condiciones  médicas  del  paciente  no  contraindique  tal
intervención y de previo se hayan cumplido todos los requerimientos
preoperatorios e institucionales. Se advierte a la autoridad recurrida
que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
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que deba cumplir o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción
contencioso  administrativa.  El  magistrado  Castillo  Víquez  y  la
magistrada Garro Vargas ponen nota conjunta. Notifíquese.

23-014196-0007-CO 2023015590 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. El magistrado Cruz Castro consigna
nota. La magistrada Garro Vargas consigna nota.

23-014220-0007-CO 2023015591 RECURSO
DE HABEAS

CORPUS

Se declara  con  lugar  el  recurso,  únicamente,  contra  el  Centro  de
Atención  Institucional  Jorge  Arturo  Montero  Castro,  sin  ordenar  la
libertad del recurrente [NOMBRE 001]. Se ordena a Jenny Chacón
Fernández,  en  su  condición  de  Directora  del  Centro  de  Atención
Institucional Jorge Arturo Montero Castro o a quien ocupe ese cargo,
que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro de su ámbito
de competencias y coordine lo necesario, para que, en el plazo de un
mes,  contado  a  partir  de  la  notificación  de  esta  sentencia,  el
recurrente  sea  inscrito  y  reciba  el  proceso  interdisciplinario  de
habilidades para la vida. Lo anterior bajo el apercibimiento de que,
con  base  en  lo  establecido  en  el  artículo  71,  de  la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de hábeas
corpus y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al pago de
los  daños  y  perjuicios  causados  con  los  hechos  que  sirven  de
fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de
sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  Respecto  al  Instituto
Nacional de Criminología, se declara sin lugar el recurso. Notifíquese.

23-014329-0007-CO 2023015592 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y Ruddy Canales
Vargas, por su orden, directora general y jefe de la especialidad de
Oftalmología, ambos del hospital Max Peralta Jiménez, o a quienes
ocupen  esos  cargos,  que  de  manera  inmediata  giren  las  órdenes
pertinentes  y  dispongan  lo  necesario  dentro  del  ámbito  de  sus
respectivas  competencias,  para que,  el  24 DE AGOSTO DE 2023
(fecha indicada en el informe rendido ante la Sala), el tutelado sea
atendido  en  Oftalmología  de  ese  nosocomio  y,  a  partir  de  esa
valoración,  se  defina  el  plan  médico  a  seguir.  Se  advierte  a  la
autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo  establecido  por  el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir,  siempre que el delito no esté más gravemente penado. La
magistrada  Garro  Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y  ordena  la
condenatoria en daños y perjuicios, pero no en costas. El magistrado
Garita Navarro salva parcialmente el voto y dispone la condenatoria
en daños, perjuicios y costas. Notifíquese.

23-014453-0007-CO 2023015593 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza de plano la acción.  La magistrada Garro Vargas salva
parcialmente el voto y ordena hacer la prevención del artículo 80 de la
Ley de la Jurisdicción Constitucional.

23-014470-0007-CO 2023015594 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza de plano la  acción.  La magistrada Garro  Vargas pone
nota.

23-014522-0007-CO 2023015595 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Douglas  Montero
Chacón y Gustavo Jiménez Ramírez, en condición de director médico
y de jefe del Servicio de Cirugía General en el Hospital México, o a
quienes ejerzan esos cargos, que dispongan y coordinen lo necesario
a efecto que en el  plazo de TRES MESES, contado a partir  de la
notificación de esta sentencia, se someta a la amparada a la cirugía
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bariátrica  que  reclama,  siempre  que  este  no  se  encuentre
contraindicada, y bajo la responsabilidad y supervisión de su médico
tratante.  Se  advierte  a  los  recurridos  que  de  conformidad  con  lo
establecido  en  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o hacer cumplir,  dictada en un recurso de amparo, y no la
cumpliere  o  hiciere  cumplir,  siempre  que  el  delito  no  esté  más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Castillo Víquez y la Magistrada Garro Vargas, ponen nota.
Notifíquese.

A las trece horas con quince minutos se da por finalizada la sesión.-

ÚLTIMA LÍNEA.-

Fernando Castillo V.
Presidente
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